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Con motivo de las recientes normas que se han dictado para instrumentalizar la participación ciudadana en las Unidades de Gestión Clínica (UGC) del  Sistema Sanitario Público de Andalucía[1], desde la Asociación para la Defensa de la Sanidad Pública de Sevilla nos parece oportuno hacer una reflexión sobre esta normativa y  cuestionar su eficacia tal como se ha planteado.
 

Las UGC y la participación hasta este momento.
 

Tras 14 años desde la introducción de las UGC como modelo de gestión sanitaria en Andalucía, hoy, declarado como modelo universal, constatamos logros y avances innegables, introduciendo y sensibilizando a un gran número de profesionales sanitarios en conceptos de gestión como: producción, coste-efectividad, coste de oportunidad, evidencia científica,  calidad, eficiencia, entre otros. También se han implantado nuevos marcos de relaciones y reconocimiento de derechos ciudadanos, con más o menos éxito en su implantación, como: autonomía, confidencialidad, intimidad, derecho a la información, respeto en el trato, etc. 
 

Durante estos años, aunque el propio modelo de gestión clínica, con sus claroscuros, ha sido un gran avance en la participación de los profesionales, se ha avanzado poco o nada, e incluso se podría decir que se ha retrocedido, en la participación de la ciudadanía. Los consejos de salud previstos en los distintos niveles asistenciales no solo no se han desarrollado, sino que se han desmantelado allá donde existían Es cierto que no hay una cultura de la participación en nuestra sociedad, pero siendo el modelo de Gestión Clínica una apuesta organizativa por la calidad e innovación en la gestión de los servicios de salud, debería haber estado acompañada de una estrategia incentivada de participación ciudadana que contara con el consenso y la participación de la sociedad, como el mejor signo de trasparencia y democracia.
 

Muchos son los estudios publicados sobre la participación ciudadana en los servicios sanitarios que recogen los fundamentos ideológicos,  los marcos legales, así como las dificultades y experiencias en nuestro país e internacionalmente. Entre algunos de los más significativos se pueden citar el de Andreu Segura en GCS [2], el informe de AETSA [3] o el artículo de Martín y cols en Gaceta Sanitaria [4] que, además de contener un clarificador marco teórico, detalla los distintos referentes normativos.
 

En este contexto, es necesario valorar como las ideas fuerza impulsados desde la Consejería de Salud, aunque están llenan de intenciones de empoderamiento del ciudadano tales como “ciudadano centro del sistema”, “responder a las expectativas del ciudadano”, “calidad percibida por el paciente”, etc., se ha quedado en retórica y no ha ido más allá que algunos intentos diseñados desde arriba, con escasa intencionalidad de contar con una participación efectiva y de evaluar su proceso.
En las UGC la incorporación de la “voz del cliente” se expresa fundamentalmente con dos instrumentos; las reclamaciones y las encuestas de satisfacción. Ambos se han tomando como indicadores cuantitativos, con un escaso interés en su análisis y evaluación cualitativa, es decir, como alertas sobre posibles mejoras a implementar. Su consideración cuantitativa ha llevado a la perversión de incentivar su reducción numérica, por lo que los equipos han estado más preocupados de que no hubiera reclamaciones que de fomentarlas entre los usuarios como método de análisis de mejora. Hay que recordar que las reclamaciones son un derecho ciudadano.  Las encuestas de satisfacción han supuesto, sin lugar a dudas, un alto coste económico, pero también un elevado rendimiento político, haciéndose énfasis de la satisfacción genérica de los ciudadanos con el SSPA, sin que, de nuevo, hayan servido como elemento para ir de las deficiencias, quejas y sugerencias hacia planes de mejora.
 
La reciente Resolución del SAS
 

Respecto a la reciente resolución para poner en marcha Comisiones de Participación Ciudadana en las UGC , son muchas las dudas e incertidumbres que genera, tanto en el fondo, como en la forma y plazo de su implantación. Hay tres consideraciones determinantes:
         Es especialmente grave el hecho de que se haya renunciado a trabajar con el movimiento asociativo de pacientes y familiares y sus representantes, y que la propia norma prohíba incluir en el sorteo a estas personas.
         También el hecho de que entre las funciones de las nuevas comisiones de participación de las UGC haya desaparecido (como sí se contemplaba entre las funciones de los consejos de Salud) cualquier referencia a  verificar la adecuación de las actuaciones a las normas y directrices de la política sanitaria o bien a proponer medidas correctoras sobre los problemas sanitarios específicos.
         Respecto a las características del modelo que se propone: no es activo, no es deliberado, no es organizado y no es sostenido en el tiempo (máximo de 2 años), todas ellas cuestiones esenciales en la literatura sobre participación ciudadana en salud.
 

Entre otras deficiencias del modelo, destacamos.
1.      Se hace énfasis en la participación en la micro-gestión, cuando están inoperativos los Consejos de Salud en la planificación macro de las políticas sanitarias definidas en la Ley General de Salud.
2.      Se ha publicado e implementado con una absoluta falta de consulta y participación  del tejido asociativo, es decir, de las asociaciones de enfermos y consumidores en general y otros foros e intelectuales  especializados en temas sanitarios, que vienen demandando y apuntando en diversos informes la falta de esta participación  necesaria para la mejora en la salud comunitaria y uso eficiente de recursos.
3.      Ha existido una completa ausencia de la participación de los profesionales y  la recogida de consenso en la UGC, donde se va a implementar este instrumento. Cabe la posibilidad que al percibirlos como imposición, en la mayoría de los casos, sea tratado como puro trámite.
4.      Parece muy inadecuada la elección del método de sorteo sin conocer el  interés y formación previa en el tema de los vocales ciudadanos electos, que pudieran entender la complejidad del SSPA y los  objetivos de las UGC, en particular.
5.      Se produce un desequilibrio entre miembros profesionales y representantes ciudadanos, tanto en el número de miembros como en el acceso al conocimiento. La Comisión de Participación, debe estar formada por profesionales de la UGC (directivos, mando intermedios y personal designado por la dirección de la UGC para esta función) frente a solo un hombre y una mujer electos entre la ciudadanía. Se produce una inevitable diferencia de los conocimientos y experiencia de la organización que pone en peligro la posibilidad de ser tenidas en cuenta las expectativas de los representantes de la ciudadanía.
6.      No existe ninguna explicación conceptual en la propia resolución que ayude a conocer y trasmitir esta estrategia directiva y sin  que el texto de la misma deje explícito un método de evaluación del proyecto que permita medidas correctoras.
7.      Es previsible un alto coste económico de la implantación, ya que se elijen un hombre y una mujer por cada UGC, con 3 suplentes por sexo, resultando 8 miembros elegidos por UGC, en alrededor de 700 UGC del SSPA, supone alrededor de 6000 vocales,  produciendo elevado número de escritos, llamadas por teléfono para su localización, convencimiento y un aparato administrativos para la  firma de los documentos de aceptación. Se observa un despliegue desmedido al tratar de implantar en todo el SSPA de forma generalizada, sin  conocimientos de experiencias pilotos y su posibilidad de desarrollo secuencial.
8.      No se ha producido un trabajo previo de sensibilización ideológica, cultural y de compromiso para asumir  la participación ciudadana en los 14 años de experiencia en las UGC.
9.      Existe un gran desconocimiento sobre los resultados de este u otros instrumentos de participación ciudadana donde se hayan implantado un sistema similar. Es necesario aprender de las buenas prácticas.
10.  Como última observación nos parece que el momento de aprobar esta resolución y la premura de dictar las instrucciones en tan breve plazo y en periodo pre-vacacional, para su puesta en marcha, en unos momentos en que todas las soluciones para superar la crisis conducen a recortes de prestaciones y una pérdida de derechos laborales, parece más que sospechosa fomentar la participación para validad un futuro incierto de la sostenibilidad del SSPA, universal y de calidad.
 

 Propuestas de la ADSP-Sevilla.
 

Creemos que hay que cambiar totalmente la orientación del modelo propuesto, volviendo a otro modelo que priorice el trabajo con las organizaciones sociales que surgen de la propia comunidad  (de Cuidados, Asociaciones de Autoayuda y Familiares de Enfermos Crónicos, Defensa de los Consumidores, AA VV,…)
Dado que la resolución e instrucción fijaban el plazo del 31 de julio para la formalización de las Comisiones de Participación Ciudadana en las UGC, la ADSP de Andalucía ha solicitado una reunión formal con la DG de Asistencia Sanitaria para que  nos  informen de los resultados del proceso y de los planes futuros de esta acción, que será trasladado a los miembros de la asociación y a la ciudadanía en general.
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